Los jueces deben pagar Impuesto a las Ganancias. 

La Corte Suprema puede hacer esto posible
Desde diversas organizaciones de la sociedad civil venimos insistiendo hace mucho tiempo sobre la necesidad de que los magistrados y funcionarios del poder judicial, nacional y provincial paguen el impuesto a las ganancias, como el resto de los ciudadanos. Para el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), la Asociación por los Derechos Civiles (ADC), el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y Sociales (INECIP), la Fundación Poder Ciudadano, la Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN) y la Unión de Usuarios y Consumidores,  organizaciones firmantes de los documentos “Una Corte para la Democracia”, se trata de una medida esencial para que la ciudadanía recupere la credibilidad sobre la justicia. En los últimos meses, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha comenzado un proceso de renovación. La derogación de la Acordada 20/96, que exime de este impuesto a los magistrados es un paso ineludible que el máximo tribunal debe dar sin demora.
En 1996, por medio de la Acordada Nº 20, los entonces miembros de la Corte Suprema decidieron que ningún juez del poder judicial —incluyendo a los propios integrantes del máximo tribunal— debía pagar el impuesto a las ganancias como había dispuesto el Congreso Nacional, mediante la ley 24.631. La Corte excluyó a los jueces y secretarios judiciales del pago del impuesto a las ganancias, y declaró inconstitucional dicha ley, mediante una acordada, sin partir del análisis de un caso concreto. 
Pero, esto no fue todo. El mensaje de la Corte Suprema fue ampliamente replicado. El Ministerio Público resolvió que en tanto los jueces no pagaban ese impuesto, tampoco debían hacerlo fiscales y defensores. Similar actitud adoptaron la mayoría de los poderes judiciales provinciales.
El argumento de los entonces jueces de la Corte Suprema fue que el pago de un impuesto resultaba violatorio de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones, establecida en la Constitución Nacional para evitar que el poder político vulnere la independencia del poder judicial disminuyendo sus remuneraciones. Sin embargo, y tal como sostienen importantes juristas, un impuesto general, sin ánimo persecutorio, que no fue dictado para lograr un poder judicial adicto, no entra en colisión con la garantía de intangibilidad. 
Muchos de los nuevos integrantes de la Corte Suprema se han pronunciado a favor del pago del impuesto a las ganancias por parte de los jueces. Maqueda, como diputado nacional, fue redactor del proyecto de ley que establecía que los jueces debían pagar impuesto a las ganancias. Por su parte, tanto Raúl Zaffaroni, como Elena Highton, Carmen Argibay y Ricardo Lorenzetti, ante la Comisión de Acuerdos del Senado declararon públicamente que en tanto se respeten los criterios de igualdad y generalidad, los jueces debían pagar el impuesto. A su vez, el presidente de la Corte, Enrique Petracchi, luego de una reunión sostenida con algunas organizaciones de la sociedad civil consideró que existían argumentos a favor y en contra del pago, pero que nunca el tema pudo haberse resuelto por una acordada. Es momento de que actúen conforme lo expresado.
Otra excusa utilizada por algunos magistrados para oponerse al pago, es que el impuesto implicaría una reducción de las remuneraciones. Sostuvo la Asociación de Magistrados que el pago del impuesto debía ser posterior a un aumento de los sueldos de los jueces. Sin embargo, en diciembre del 2004, la Corte Suprema dispuso —por medio de la Acordada 41/04— un aumento del 30% a los sueldos de los jueces inferiores, a partir de octubre del año pasado, y del 10% para los integrantes de la Corte Suprema. De este modo, un juez de primera instancia pasó de cobrar $3.345,52 a $4.349,18; un juez de cámara, de $4.241,60 a $5.540,08; y un juez de Corte, de $5.155,52 a $6.702,68. ¿Qué otro argumento encontrarán ahora para evitar el pago del impuesto?
Según las estimaciones de la Oficina de Presupuesto del Ministerio de Economía, por la exención al impuesto a las ganancias de jueces y funcionarios judiciales se dejaron de recaudar en los años 2003 y 2004, 82 millones de pesos cada año, y en el año 2005, 94 millones de pesos (proyectado). Es de esperar que, por el aumento otorgado, para el año 2006 esta estimación sea superior a los 100 millones de pesos.
 Para realizar este cálculo se contemplan las exenciones de los jueces nacionales y provinciales, los secretarios judiciales, los ministerios públicos nacionales y provinciales y los integrantes de los tribunales de cuentas provinciales que tampoco pagan.
Hace ya algunos meses la Corte Suprema comenzó un programa de reformas que buscan transparentar la administración de justicia, y facilitar la participación de la ciudadanía en el alto tribunal. Estas transformaciones fueron un paso muy importante para la reconstrucción de la legitimidad del tribunal. Sin embargo todavía quedan algunos puntos pendientes para que la ciudadanía recobre la confianza en sus jueces. Uno de ellos es la eliminación de los privilegios que aún gozan, como la falta de publicidad de sus declaraciones juradas y la exención en el pago de impuestos a las ganancias.

La Corte Suprema está en condiciones de poner fin a este privilegio que olvida que los jueces son también ciudadanos, y que deben contribuir con el Estado del mismo modo que el resto de la población. De este modo, se estaría avanzando un paso más en la recuperación de un poder judicial legítimo. 
Mientras tanto, entendemos que el Congreso Nacional, en la confección del presupuesto para el 2006, debe contemplar los ingresos por el pago a las ganancias de los magistrados y funcionarios judiciales. El Poder Ejecutivo, por su parte, debe comenzar a exigir su pago. Si el Alto Tribunal de Justicia insistiera con la supremacía de la acordada con respecto a la Constitución y a la ley, tendremos certeza de que poco ha cambiado en la Corte Suprema. 
� El mensaje que el PEN elevó al Congreso con el proyecto de Presupuesto 2006,contempla un gasto tributario de 103,7 millones de pesos por esta exención. Ver Mensaje 597 del 12/09/05 del Poder Ejecutivo, punto 2.3.3 p. 63. Esto representa aproximadamente el 8.5% del presupuesto total del Poder Judicial de la Nación.





